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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 66/01
CASO 11.992
DAYRA MARÍA LEVOYER JIMÉNEZ
(Ecuador)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Dayra María Levoyer Jiménez
Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Fondo Nº.: 66/01, publicado el 14 de junio de 2001

Informe de Admisibilidad Nº.: 29/00, publicado el 07 de marzo de 2000

Temas: Condiciones de detención / Debido proceso / Detención arbitraria o ilegal / Garantías judiciales y protección judicial / Hábeas Corpus / Integridad personal / Libertad personal / Mujeres / Obligación de respetar los derechos / Personas privadas de libertad / Presunción de inocencia / Tortura / Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes
Hechos: El caso se refiere a la privación de la libertad de Dayra María Levoyer Jiménez, quien fue detenida el 21 de junio de 1992, sin orden judicial y mantenida incomunicada por un plazo de 39 días, durante los cuales fue sometida a torturas psicológicas. Permaneció detenida sin condena por un plazo de más de cinco años y fue finalmente sobreseída en todas las causas que se abrieron en su contra. Durante su detención interpuso numerosas acciones de habeas corpus que no produjeron ningún resultado. Finalmente, el 16 de junio de 1998, el Tribunal Constitucional, al resolver una apelación en el último de los habeas corpus presentados, resolvió concederle la libertad, con base en la duración prolongada de la prisión preventiva. La detención y posterior encarcelamiento de la Sra. Levoyer Jiménez obedece exclusivamente al hecho de ser la compañera de Hugo Jorge Reyes Torres, quien fue acusado de liderar una poderosa banda de narcotraficantes en Ecuador. 

Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado ecuatoriano violó los derechos a la integridad personal, la libertad personal, las garantías judiciales y la protección judicial, establecidos en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Dayra María Levoyer Jiménez.


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2018

	1. Proceda a otorgar una reparación plena, lo que implica otorgar la correspondiente indemnización a la señora Dayra María Levoyer Jiménez.
	Cumplimiento parcial

	2. Se ordene una investigación para determinar quiénes fueron los responsables de las violaciones que la Comisión ha encontrado, y eventualmente sancionarlos.
	Pendiente de cumplimiento

	3. Se tomen las medidas necesarias para la reforma de la legislación sobre habeas corpus, en los términos que ha quedado dicho en el presente informe, así como también las medidas necesarias para su inmediata vigencia.
	Cumplimiento total



III. Actividad Procesal
1. En 2018, la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado el 19 de julio, y el Estado presentó dicha información el 7 de septiembre. 

2. La CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios el 10 de septiembre de 2018, y los peticionarios presentaron dicha información el 8 de noviembre de 2018.   

IV. Análisis relativo a información proporcionada

3. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada y amplia sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe Nº. 66/01. La Comisión valora positivamente que el Estado haya presentado información a la CIDH después de 3 años.
4. La Comisión considera que la información proporcionada por los peticionarios en 2018 es relevante dado que es actualizada y amplia sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe Nº. 66/01. Los peticionarios previamente proporcionaron información a la Comisión en 2017.   
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones

5. En relación con la primera recomendación, en 2018, el Estado informó que se mantuvo una reunión de trabajo con autoridades del Consejo de la Judicatura, el Ministerio del Interior y personal de la policía el 24 de enero de 2018, con el fin de analizar los mecanismos judiciales y administrativos para eliminar de oficio antecedentes penales en ciertos casos, como acontece en el presente, en el marco de lo dispuesto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador
. Como resultado de este trabajo interinstitucional, en marzo de 2018 se habilitó un casillero judicial electrónico que permite la notificación directa a la Dirección Nacional de Policía Judicial e Investigaciones de aquellas sentencias sobre delitos penales que hayan sido resueltas con absolución o sobreseimiento definitivo de las personas procesadas, a fin de que se elimine de oficio sus antecedentes penales. Dado que existieron sobreseimientos definitivos a favor de la víctima, el Estado informó que procedió a la eliminación de sus antecedentes penales a través del casillero y envió a la CIDH copia del Certificado de Antecedentes Penales de la Sra. Levoyer Jiménez con fecha 10 de mayo de 2018 como prueba de lo informado. 
6. En relación con la solicitud de la víctima de levantar la prohibición de enajenar sus bienes, el Estado informó que el 26 de abril de 2018 se llevó a cabo una reunión de trabajo que contó con la participación de los peticionarios y de la víctima, y representantes de la Dirección de Derechos Humanos del MJDHC. En dicha reunión, los representantes de la víctima manifestaron que de los seis casos iniciados contra la Sra. Levoyer Jiménez, en cinco procesos ya se levantaron las medidas cautelares. El Estado informó que un recurso de revisión ha sido presentado en relación con el levantamiento de la prohibición de enajenar, pero según lo establece en la legislación ecuatoriana vigente, este recurso tiene que ser remitido ante el juez de primera instancia del caso de la Sra. Levoyer Jiménez para la emisión de la orden de levantamiento. En este sentido, el Estado informó que está a la espera de la orden judicial del juez de primera instancia para que proceda al levantamiento de la prohibición de enajenar y posteriormente se pondrá dicha información en conocimiento de la Comisión. 
7. En 2018, los peticionarios informaron que hasta la fecha no se ha reparado los daños causados a la víctima. Ella continua con medidas cautelares en el Registro de la Propiedad y en el sistema financiero, y los bienes que le fueron confiscados continúan en poder de agencias del Estado
. En este sentido, los peticionarios expresaron que el Estado no debe inscribir las medidas cautelares dictadas en 1992 a bienes adquiridos por la víctima con posterioridad a 1992 y que debe levantar dichas medidas sobre los bienes adquiridos antes de 1992 tal como lo ordenaron los jueces una vez que absolvieron a la víctima.
8. La Comisión valora que el Estado haya eliminado los antecedentes penales de la víctima y adoptado acciones para levantar la prohibición de enajenar sus bienes. Sin perjuicio de ello, la CIDH llama la atención de que no ha recibido información de las partes respecto de las acciones adoptadas por el Estado para indemnizar a la víctima. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 1 se encuentra parcialmente cumplida. 
9. Respecto a la segunda recomendación, en 2018, el Estado informó que en septiembre de 2017 la Dirección de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos de la Fiscalía General del Estado inició las diligencias de investigación. En noviembre de 2017 se identificó la necesidad de unificar 6 casos relacionados a la detención de 6 personas, incluida la víctima, en el marco del operativo Ciclón. El Estado informó que dentro de esta investigación se ha obtenido información y que sigue avanzando en el proceso que busca sancionar a los responsables que cometieron los hechos en perjuicio de la víctima. 
10. En 2018, los peticionarios informaron que no existe proceso penal para sancionar a los policías, jueces y fiscales que actuaron en contra la víctima, y que tampoco existe acción administrativa para sancionar al Registrador de la Propiedad que, sin orden judicial, sigue inscribiendo prohibiciones de enajenar bienes de la víctima. 
11. La Comisión valora que el Estado haya iniciado gestiones conducentes a avanzar las investigaciones con el fin de identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones a los derechos humanos en perjuicio de la víctima. Sin embargo, la CIDH evidencia que no existen avances sustantivos en dicho proceso 26 años después de la ocurrencia de los hechos. En este contexto, la CIDH recuerda que el deber de investigar debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y debe tener un sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad
. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 2 se encuentra pendiente de cumplimiento. 

12. La Comisión declaró el cumplimiento total de la recomendación 3 en el Informe Anual 2008
. 

VI. Nivel del cumplimiento del caso 

13. Por lo anterior, la CIDH concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando las Recomendaciones 1 y 2. 
14. La Comisión insta al Estado adoptar las acciones necesarias para cumplir con las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº. 66/01, y proporcionar información actualizada y detallada sobre dichas acciones a la CIDH. 
VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

15. En esta sección se destaca los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medidas de restitución en el ejercicio del derecho
· La Dirección Nacional de Policía Judicial eliminó los antecedentes penales de Dayra María Levoyer Jiménez en 2018. 
B. Resultados estructurales del caso

Legislación/Normativa 

· En 2008, el Estado reformó su legislación sobre habeas corpus en la Constitución (art. 89) y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (arts. 43 al 47), lo cual resultó en que la medida de protección de habeas corpus ya no es decidido por un alcalde como anteriormente se lo hacía sino por un juez como autoridad independiente e imparcial de conformidad con la Convención Interamericana de Derechos Humanos.   

Fortalecimiento institucional 

· En marzo de 2018 se habilitó un casillero judicial electrónico que permite la notificación directa a la Dirección Nacional de Policía Judicial e Investigaciones de aquellas sentencias sobre delitos penales que hayan sido resueltas con absolución o sobreseimiento definitivo de las personas procesadas, a fin de que se elimine de oficio los antecedentes penales. 
� CIDH, Informe Anual 2008, � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2008sp/cap3.D.5sp.htm" \l "11.992" ��Capítulo III, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH�, párr. 325.  


� Corte IDH, �HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_170_esp.pdf"��Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, Sentencia de 21 noviembre de 2007�. Serie C No. 170. 


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 1022.


� Corte IDH. � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_171_esp.pdf" ��Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador, Sentencia de 22 de noviembre de 2007�. Serie C No. 171, párr. 62.


� CIDH, Informe Anual 2008, � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2008sp/cap3.D.5sp.htm" \l "11.992" ��Capítulo III, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH�, párr. 325.  
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